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Resumen
Los partidos políticos en México se encuentran sujetos al cumplimiento 
de obligaciones previstas en la Ley General de Partidos Políticos sobre la 
forma en que habrán de organizarse en su estructura interna, con lo cual 
garantizan la existencia de órganos que conforme al procedimiento esta-
blecido en sus estatutos y reglamentos se encargan de impartir justicia e 
imponer sanciones a los militantes cuando incurren en faltas a su norma-
tividad. El presente artículo expone los conflictos que surgen a partir de 
la creación de la norma procesal por parte de un órgano jurisdiccional in-
trapartidario para tramitar y resolver los procedimientos sancionadores 
de su competencia ante la falta de un reglamento expedido por el órgano  
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legislativo interno: en primer lugar, la invasión de competencias que los 
estatutos le confieren al órgano legislativo interno para crear reglamentos; 
en segundo lugar, un error de fondo en la equiparación de los procedimien-
tos sancionadores internos frente a los medios de impugnación en materia 
electoral; por último, el incumplimiento de los requisitos legales para que 
los reglamentos de los partidos surtan efectos y cobren vigencia.

Palabras clave: justicia intrapartidista, normas intrapartidarias, parti-
dos políticos, justicia electoral, derecho sancionador electoral.

AbstRAct
The political parties in Mexico are subject to fulfillment of obligations esta-
blished in the General Law of Political Parties regarding the way in which 
they will have to organize their structure, guaranteeing the existence of in-
trapartidiary justice organisms with the function to imposing sanctions to 
militants who incur infractions to their internal rules following the procedure 
established in its statutes and regulations. This article expose the conflicts 
derived from the creation of the procedural norm by an intra-party jurisdic-
tional body: first the invasion of functions that the statutes confer on the in-
ternal legislative body to create regulations; secondly, a fundamental error 
in the comparison of the internal sanctioning procedures versus the review 
procedures in electoral matters, and lastly, the non-compliance of the le-
gal requirements for party regulations to take effect.

Keywords: intraparty justice, intraparty norms, political parties, electo-
ral justice, electoral sanctioning law.
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Introducción
os partidos políticos son definidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (cpeum) como entidades de interés pú-
blico cuya finalidad es promover la participación de los ciudadanos 

en la vida democrática y posibilitar su acceso al poder público, de acuer-
do con los programas, principios e ideas que postulen.

Para alcanzar tales fines, el Estado mexicano dotó a los institutos po-
líticos de libertad para autoorganizarse y decidir acerca de su vida interna 
con una serie de directrices establecidas en la actual Ley General de Par-
tidos Políticos (lgpp), que deben observar en su conformación, organiza-
ción y solución de conflictos. Dicho ordenamiento les impone la obligación 
esencial de conducir sus actividades en los cauces legales; es decir, ob-
servar en todo momento la Constitución, los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos y las leyes secundarias; ajustar su conduc-
ta y la de sus militantes a los principios del Estado democrático, y res-
petar la libre participación política de los demás partidos y los derechos 
de los ciudadanos.

Ese derecho de autoorganización y deber de vigilancia que los insti-
tutos políticos ejercen en el actuar de sus militantes les otorga, al mismo 
tiempo, la facultad de sancionarlos cuando incurren en faltas a las normas 
internas o legales, pues la afiliación, como acto intrínsecamente volunta-
rio del solicitante sometido a la aceptación por los órganos de los parti-
dos, impone a los afiliados el cumplimiento de una serie de cargas que 
se detallan de modo particular en los estatutos; de manera fundamental, 
asumir un compromiso de lealtad hacia las decisiones adoptadas por los 
órganos de dirección; llevar a cabo el pago de cuotas; participar de algu-
na forma en las tareas propias del partido, y, finalmente, someterse a un 
régimen disciplinario en virtud del cual se le podría imponer por parte de 
los órganos jurisdiccionales internos una sanción por un comportamiento 
considerado reprochable, según los criterios de elaboración propia (Na-
varro 2000, 271).
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Esa facultad sancionadora de los partidos se ejerce mediante procedi-
mientos previstos en sus estatutos y normas procesales infraestatutarias 
(reglamentos) que, para surtir efectos, deben emitirse por órganos faculta-
dos expresamente para ello y, de forma posterior, someterse a un análisis 
por el Instituto Nacional Electoral (ine), quien determinará si los reglamen-
tos intrapartidarios se emitieron conforme al procedimiento legislativo in-
terno previsto en los estatutos de cada partido y si no resultan contrarios 
a la Constitución, las leyes y los propios estatutos.

En el caso particular, el Partido Acción Nacional (pan) creó un sistema 
sancionador que se sostiene en principios y formalidades contenidos en 
sus Estatutos y reservó la creación de la norma procesal correspondiente 
para que su órgano legislativo interno se diera a la tarea de confeccionar-
la en forma de un reglamento, sin embargo, este no se ha expedido y, ante 
la inexistencia de reglamentación, el órgano sancionador interno del pan, 
denominado Comisión de Orden y Disciplina Intrapartidista del Consejo 
Nacional, emitió un acuerdo en el que estableció los lineamientos provi-
sionales para el trámite, substanciación y resolución de los procedimien-
tos sancionadores internos: el acuerdo COCN/AG/01-2016.

El documento constituye la norma procesal para la imposición de san-
ciones en el pan y se sustenta principalmente en tres criterios jurispru-
denciales: uno emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (scjn), que describe las formalidades esenciales del procedimiento 
que integran el derecho a la defensa adecuada, y dos emitidos por la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf), 
que establecen, por una parte, que ante la ausencia de norma secunda-
ria que regule el procedimiento específico para la protección de un derecho 
establecido en la Constitución, la autoridad competente debe implementar 
un medio sencillo y acorde al caso en el que se observen las formalida-
des esenciales del debido proceso para abocarse en plenitud de jurisdic-
ción al conocimiento y la resolución del asunto; y, por otra parte, que ante 
la inexistencia de un medio de impugnación electoral en la legislación 
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de las entidades federativas, los tribunales electorales locales deben ins-
trumentar un medio de impugnación que siga las formalidades esencia-
les del procedimiento.

Son criterios que el órgano intrapartidista interpretó de tal forma que, 
ante la ausencia de una norma reglamentaria que regulara la tramitación 
del procedimiento sancionador interno, entonces debía asumir la facultad de 
crear la norma procesal para hacer operativas las formalidades esenciales 
y su facultad sancionadora previstas en los Estatutos Generales del Par-
tido Acción Nacional.

Desde la óptica de quien suscribe, la emisión del acuerdo de lineamien-
tos provisionales plantea tres problemas que se abordan en el presen-
te artículo: el primero consiste en la posible invasión de competencias por 
parte de la Comisión Nacional de Orden y Disciplina Intrapartidista como 
órgano formal y materialmente jurisdiccional en perjuicio de aquellas que 
los Estatutos del pan le otorgan a la Comisión Permanente como órgano 
legislativo interno; el segundo expone un error de fondo en la equiparación 
que la Comisión de Orden realiza al igualar la naturaleza y la finalidad de 
los procedimientos sancionadores internos y la que persiguen los medios 
de impugnación en materia electoral; el tercero muestra la falta de control 
previo por parte del ine para que la norma procesal del pan cobre vigencia 
y pueda surtir efectos.

Para el análisis de la norma partidista, se parte de las siguientes inte-
rrogantes: ante la omisión del órgano legislativo de un partido político pa-
ra crear la norma que regule el procedimiento sancionador interno, ¿puede 
el órgano jurisdiccional intrapartidista asumir una función legislativa para 
emitirla?, ¿los criterios jurisprudenciales 14/2014 y 15/2014 emitidos por 
la Sala Superior del tepjf autorizan que un órgano partidista pueda crear la 
norma procesal que rija un procedimiento sancionador, cuya finalidad es 
distinta a la que persigue un medio de impugnación?, ¿es una facultad 
implícita de la Comisión de Orden crear la norma procesal que hace las 
veces de reglamento?, ¿puede deducirse, de esa facultad sancionadora, 



214

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

Justicia Electoral, núm. 26, ISSN 0188-7998, vol. 1, julio-diciembre, 2020. Pp. 209-245.

una facultad implícita para crear la norma procesal?, y ¿este acuerdo pue-
de cobrar vigencia, aun cuando no fue sometido a revisión por el Institu-
to Nacional Electoral?

Para responder a dichas interrogantes, el artículo se divide en tres par-
tes. La primera describe las características y competencias del sistema san-
cionador del pan existente en el régimen de partidos políticos establecido 
en el otrora Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales 
(Cofipe). La segunda expone el sistema sancionador vigente y su normati-
vidad aplicable conforme a las disposiciones de la lgpp.

En la tercera parte, se realiza el análisis de fondo del acuerdo COCN/
AG/01-2016 acerca de los lineamientos provisionales y, para ello, se inicia 
con una analogía entre las normas estatutarias e infraestatutarias de los 
partidos políticos y sus semejanzas con la Constitución y las leyes secun-
darias, así como el papel que tienen para regir la vida interna y organiza-
ción de los partidos; posteriormente, se analizan las facultades expresas 
e implícitas de la Comisión de Orden y Disciplina Intrapartidista y de la 
Comisión Permanente del Consejo Nacional del pan, a la luz del principio 
funcional de distribución de competencias, que se complementa con un 
análisis respecto a la naturaleza y la finalidad de los procedimientos san-
cionadores y los medios de impugnación en materia electoral conforme a 
los artículos 17 de la cpeum y 25 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos (cadh), y se concluye con un análisis de legalidad y consti-
tucionalidad acerca de los requisitos para que el acuerdo de lineamientos 
pueda cobrar vigencia y aplicación en los procedimientos sancionadores 
internos del Partido Acción Nacional.

Primera parte. Sistema sancionador interno  
del Partido Acción Nacional conforme al Código Federal 

de Instituciones y Procedimientos Electorales
Previamente a la reforma electoral de 2014, el otrora Cofipe ya establecía 
la obligación de los partidos políticos respecto a vigilar la conducta de sus 
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militantes, así como de prever las sanciones aplicables a sus miembros por 
infracción de las disposiciones internas, además de los correspondientes 
medios y procedimientos de defensa (Cofipe, artículo 27, párrafo 1, inci-
so g, 2008), sin embargo, sus procedimientos internos no se encontraban 
sujetos a más requisitos que resolverlos en tiempo para garantizar los de-
rechos de sus militantes (Cofipe, artículo 46, párrafo 4, 2008),1 una direc-
triz laxa que daba la posibilidad a los órganos intrapartidarios para dilatar 
el dictado de la resolución y, con ello, mermar la posibilidad de impugnar 
sus determinaciones ante los tribunales. 

Con las directrices del Cofipe, el Partido Acción Nacional se regía por 
los Estatutos publicados en el Diario Oficial de la Federación (dof) el 5 de 
noviembre de 2013 (egpan 2013), en los que se establecía un sistema san-
cionador que otorgaba facultades punitivas a diversos órganos del parti-
do cuando los militantes incurrieran en indisciplina, incumplimiento de sus 
cargos o infracción de los estatutos y reglamentos del partido.

Por una parte, los comités Ejecutivo Nacional, Directivo Estatal o Muni-
cipal, así como sus presidentes, tenían la facultad de imponer amones-
taciones a sus militantes por infracciones leves y no reiteradas de los 
estatutos y reglamentos; por otra parte, la Comisión Permanente Nacional 
o las comisiones permanentes estatales tenían facultades para acordar la 
privación de cargo o comisión partidista en los casos de incumplimiento 
de las tareas del encargo.

En cuanto a la Comisión Jurisdiccional Electoral, imponía la cancela-
ción de precandidaturas en caso de indisciplina o infracciones de las nor-
mas del partido y, tratándose de candidaturas, la sanción era resuelta 
por la Comisión Permanente Nacional en los casos de cargos a elección 

1 El artículo 46, párrafo 4, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales es-
tablecía que todas las controversias relacionadas con los asuntos internos de los partidos po-
líticos serían resueltas por los órganos establecidos en sus estatutos para tales efectos, los 
cuales debían resolver en tiempo para garantizar los derechos de los militantes y, solo cuando se 
agotaran los medios partidistas de defensa de los militantes, estos tendrían derecho de acudir 
ante el Tribunal Electoral.
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popular de carácter federal, así como de la elección de gobernador, o por 
la Comisión Permanente Estatal respectiva en los casos de cargos de elec-
ción popular de carácter local.

Por su parte, la Comisión de Orden (nacional o estatal) era competen-
te para imponer la suspensión de derechos partidistas, o bien la inhabilita-
ción para ser dirigente o candidato, cuando se verificara la inobservancia 
de los estatutos y reglamentos, el abandono continuo o la lenidad en el 
cumplimiento de las obligaciones cívico-políticas o las de militante; inclu-
so por incurrir en difamación o calumnias en contra de militantes o candi-
datos y, si dichas causas eran reiteradas, entonces la sanción consistía en 
la expulsión del partido (egpan, artículo 121, 2013).

En todos los casos, el régimen sancionador se caracterizaba por ser 
biinstancial, pues, a excepción de las resoluciones emitidas por la Comi-
sión de Orden del Consejo Nacional (egpan, artículo 128, 2013),2 los actos 
presentados por los órganos partidistas sancionadores eran impugnables 
por mecanismos de defensa internos.

1) Contra las resoluciones por las que se imponía la amonestación emiti-
das por los presidentes del Comité Ejecutivo Nacional, procedía el re-
curso de revisión (rrv) ante la Comisión Permanente Nacional y, en el 
caso de las emitidas por los presidentes de los comités directivos es-
tatales y municipales, procedía dicho recurso ante las comisiones per-
manentes estatales. 

2) Por lo que respecta a las resoluciones de amonestación emitidas por 
las comisiones permanentes estatales, eran impugnables por medio del 
rrv ante la Comisión Permanente Nacional, en tanto que las emitidas 
por esta última, actuando como autoridad sancionadora, eran impug-

2 Conforme al artículo 128 de los Estatutos Generales del Partido Acción Nacional, las resolu-
ciones emitidas por la Comisión Nacional de Orden eran definitivas y, por lo tanto, solo podían 
impugnarse por medio del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciu-
dadano.
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nables mediante la reconsideración ante dicha comisión (egpan, artícu-
lo 122, párrafos 3 y 4, 2013).

3) Contra las resoluciones emitidas por las comisiones permanentes es-
tatales respecto a la cancelación de la candidatura, procedía el recurso 
de revocación ante la Comisión Permanente Nacional; y en contra de 
las disposiciones dictadas por la Comisión Permanente Nacional por la 
cancelación de la candidatura, procedía la reconsideración ante la pro-
pia Comisión (egpan, artículo 123, párrafos 2 y 4, 2013).

4) Las resoluciones dictadas por las comisiones de orden de los consejos 
estatales eran impugnables mediante el recurso de reclamación ante la 
Comisión de Orden del Consejo Nacional (egpan, artículo 124, párrafo 
3, 2013).

En cuanto al procedimiento, la norma estatutaria establecía un conjun-

to de formalidades esenciales que debían observarse durante su tramita-

ción: 1) notificar por escrito y por medio fehaciente los cargos en contra del 

militante; 2) hacerle saber su derecho a nombrar un defensor entre los mi-

litantes del partido; 3) ser oído en su defensa; 4) citar a las partes interesa-

das; 5) considerar sus alegatos y pruebas, y 6) recabar todos los informes 

y las pruebas que el órgano estimara necesarios para resolver, y que la 

resolución se pronunciara en el plazo de 60 días hábiles, a excepción del 

procedimiento para determinar la expulsión de militantes, que debía subs-

tanciarse en 30 días.

Segunda parte. Sistema sancionador  
del Partido Acción Nacional vigente

Como resultado de la reforma electoral de 2014, el 23 de mayo de ese año, 
en el dof se publicó la Ley General de Partidos Políticos, que en su artículo 
quinto transitorio ordenaba a los partidos armonizar sus documentos bá-
sicos y reglamentos internos, como máximo al 30 de septiembre de 2014, 
sin embargo, el pan no realizó la reforma a su normatividad oportunamente 
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y, el 29 de octubre, el director ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políti-
cos dio vista al Instituto Nacional Electoral acerca de ese incumplimiento.

Dados los hechos, la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral 
inició el procedimiento sancionador ordinario, resuelto por el Consejo Ge-
neral del ine el 13 de junio de 2015, en el que declaró al pan como infractor 
por incumplimiento de las obligaciones contenidas en la lgpp y, en con-
secuencia, le impuso como sanción la reducción de su ministración por 
$1,000,000; adicionalmente, le fijó el plazo de 60 días hábiles siguientes a 
la conclusión del proceso electoral federal para que sometiera a conside-
ración del Instituto su nueva normativa partidista (ine 2015, 85).

En cumplimiento de dicha resolución, el 21 de noviembre de 2015 la 
XVIII Asamblea Nacional Extraordinaria del Partido Acción Nacional apro-
bó diversas modificaciones a sus Estatutos Generales y, el 16 de marzo 
de 2016, el Consejo General del ine declaró la procedencia constitucional 
y legal de estas (ine 2016), sin embargo, esa determinación fue impugna-
da por un militante mediante un juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano, del que conoció la Sala Superior del 
tepjf, en el que uno de los agravios planteados se refirió, de manera pre-
cisa, a la distribución de competencias materialmente jurisdiccionales. 

Al respecto, el militante inconforme argumentó que, de acuerdo con lo 
previsto en la lgpp, los partidos debían contar solo con un órgano encar-
gado de impartir justicia en el interior, pero, contrariamente a esa obliga-
ción, en los artículos 53 y 87 de los recién aprobados Estatutos del pan se 
facultaba al Comité Ejecutivo Nacional para conocer y resolver en definiti-
va cuestiones intrapartidistas suscitadas por actos y resoluciones emitidos 
por órganos estatales y municipales, lo cual, en otras palabras, constituían 
atribuciones de carácter jurisdiccional.

La Sala Superior del tepjf consideró fundado el agravio, ya que, en 
efecto, las atribuciones referidas eran de carácter formal y materialmen-
te jurisdiccionales; por tanto, ordenó al pan modificar de nueva cuen-
ta sus Estatutos para que, en armonía con la lgpp, las facultades para 
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resolver cuestiones intrapartidistas recayeran en un solo órgano (SUP- 
-JDC-1022/2016, 39-50). 

En cumplimiento de la sentencia referida, el Partido Acción Nacional 
modificó los artículos 53, 87, 89, 119, 120, 129, 130 y 132 de sus Estatutos 
para suprimir las facultades jurisdiccionales otorgadas al Comité Ejecutivo 
Nacional y aquellas correspondientes a la imposición de medidas caute-
lares para conferirlas a la Comisión de Justicia y a la Comisión de Orden y 
Disciplina Intrapartidista, cada una en su ámbito de competencia. Poste-
riormente, el 26 de septiembre de 2017 las modificaciones se declararon 
procedentes por el ine y se publicaron en el dof; al mismo tiempo, se requi-
rió al partido que en breve plazo modificara o emitiera los reglamentos que 
armonizaran su vida interna en relación con sus estatutos y, hecho lo ante-
rior, los remitiera a esa autoridad para verificar su legalidad (ine 2017, 13).

En ese contexto, los Estatutos Generales del Partido Acción Nacional 
(egpan 2017) reorganizaron su sistema sancionador interno para ajustarse 
a las obligaciones previstas en la lgpp. Entre las novedades del nuevo sis-
tema destaca que ya no existe multiplicidad de órganos sancionadores ni 
un procedimiento biinstancial; se transformó la Comisión de Orden y Disci-
plina Intrapartidista del Consejo Nacional en la instancia competente para 
imponer, en definitiva, las sanciones a sus militantes, excepto la cancela-
ción de precandidaturas y candidaturas,3 y se dotó de competencia a las 
comisiones de orden estatales a modo de órganos auxiliares que única-
mente participan en el proceso como autoridades instructoras y sustan-
ciadoras, pero no resolutoras.

En ese nuevo esquema, el procedimiento sancionador interno puede 
iniciarse por órganos legitimados expresamente para ello: los comités di-
rectivos municipales y estatales y su respectivo Comité Ejecutivo Nacional, 
los cuales, con previa aprobación de sus integrantes, solicitan por escrito 

3 El artículo 130, párrafo 1, de los Estatutos Generales del Partido Acción Nacional, publicados el 
26 de septiembre de 2017 en el Diario Oficial de la Federación, establece que la cancelación de 
la precandidatura y candidatura será impuesta por la Comisión de Justicia.
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a la Comisión de Orden estatal o nacional (egpan, artículos 129, 130 y 131, 
2017), según corresponda, la imposición de sanciones previstas en el ar-
tículo 128 de los Estatutos, que pueden consistir en:

1) Amonestación. Cuando se trate de infracciones leves y no reiteradas 
de estos estatutos o sus reglamentos.

2) Privación del cargo o comisión del partido que desempeñen. En los ca-
sos de incumplimiento de las tareas propias del cargo o comisión.

3) Cancelación de la precandidatura o candidatura. A causa de indiscipli-
na o infracciones de las normas del partido.

4) Suspensión de sus derechos partidistas. Por indisciplina, inobservan-
cia de los estatutos y reglamentos, abandono continuo o lenidad en el 
cumplimiento de las obligaciones cívico-políticas, o las de militante del 
partido, así como en el caso de que incurran en difamación o calum-
nias en contra de sus militantes o candidatos.

5) Inhabilitación para ser dirigente o candidato. Con motivo de deslealtad al 
partido o incumplimiento de las funciones como dirigente o funcionario.

6) Expulsión del partido. Cuando las causas especificadas en los dos in-
cisos anteriores sean graves o reiteradas, así como por ataques de he-
cho o de palabra a los principios de doctrina y programas del partido 
fuera de sus reuniones oficiales, por la comisión de actos delictuosos 
o por colaborar o afiliarse a otro partido político.4

En lo tocante a la actuación de la Comisión de Orden y Disciplina In-
trapartidista, los Estatutos señalan que debe regirse por los principios de 
independencia, imparcialidad y legalidad, y resolver los procedimientos 

4 El artículo 131, párrafo 1, de los Estatutos Generales del Partido Acción Nacional, publicados 
el 26 de septiembre de 2017 en el Diario Oficial de la Federación, establece que, en cuanto a la 
suspensión de derechos partidistas, la inhabilitación para ser dirigente o candidato y la expul-
sión, son impuestas por la Comisión de Orden y Disciplina Intrapartidista a solicitud del Comité 
Directivo Municipal, de las comisiones permanentes estatales, de la Comisión Anticorrupción, 
de la Comisión Permanente Nacional o del Comité Ejecutivo Nacional.
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sancionadores internos de su competencia en los plazos previstos en los 
reglamentos (egpan, artículo 44, 2017). En cuanto al procedimiento, com-
prenden un cúmulo de formalidades esenciales que deben seguirse para 
la imposición de sanciones; para ello, el órgano competente debe hacer 
del conocimiento del militante, por escrito y por medio fehaciente, los car-
gos en su contra, comunicarle el derecho que le asiste para nombrar a un 
defensor entre los militantes del partido, oír su defensa, citar a las partes 
interesadas, considerar los alegatos y las pruebas que presenten y reca-
bar todos los informes y las pruebas que estime necesarios (egpan, artículo 
135, párrafo 1, 2017), para que, hecho lo anterior, pronuncie la resolución 
que corresponda en un plazo no mayor de 60 días hábiles y, si esta con-
siste en la imposición de la sanción, debe informarla al Registro Nacional 
de Militantes para que haga la anotación respectiva.

Cabe destacar que, en cuanto al procedimiento, los Estatutos señalan 
que debe desahogarse de forma oral o por medios electrónicos, confor-
me a las disposiciones del reglamento correspondiente (egpan, artículo 45, 
párrafo 4, 2017), sin embargo, este no se ha expedido, de tal suerte que 
la Comisión de Orden y Disciplina Intrapartidista creó la norma provisio-
nal identificada como el acuerdo COCN/AG/01-2016, que establece los li-
neamientos provisionales para el trámite y la resolución de procedimientos 
sancionadores, con la premisa de que los artículos transitorios de la refor-
ma estatutaria no establecen las reglas que deben seguir las solicitudes de 
sanción, en tanto se expide el nuevo reglamento sobre aplicación de san-
ciones. Por ello, estimó que se generó un estado de incertidumbre entre 
sus militantes y los órganos del partido, porque las comisiones de Orden 
Nacional y Estatal sustanciaban el procedimiento sancionador con base 
en ese reglamento expedido en 2006, que perdió sustento legal al entrar en 
vigor la lgpp y los estatutos generales publicados el 26 de septiembre de 
2017 en el dof (COCN/AG/01-2016, 1-3).

En esa línea, para crear dichos lineamientos provisionales la Comi-
sión de Orden Nacional partió de una interpretación de la jurisprudencia  
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P./J. 47/95 emitida por el Pleno de la scjn, que enuncia de manera genéri-
ca las cuatro subgarantías que integran el derecho al debido proceso,5 así 
como de los criterios jurisprudenciales 15/2014 y 14/2014 emitidos por la 
Sala Superior del tepjf. La primera de ellas establece que, para sostener 
la integridad del sistema de medios de impugnación y el federalismo ju-
dicial, ante la falta de un medio de impugnación electoral en la legislación 
local, los tribunales electorales de las entidades federativas deben instru-
mentar un medio de impugnación que siga las formalidades esenciales del 
procedimiento. La segunda consiste en una interpretación sistemática y 
funcional de los artículos 1, 14, 17, 41, base VI, 99, 116, fracción IV, inciso 
l, y 122, base primera, fracción V, inciso f, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 8, párrafo 1, y 25 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos, así como 14, párrafo 1, del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, de los cuales la Sala Superior del tepjf 
precisó que, ante la ausencia de un procedimiento específico para la pro-
tección de derechos político-electorales, tal circunstancia no podía obs-
taculizar los mandatos contenidos en la Constitución ni los instrumentos 
internacionales suscritos por México, de manera que, conforme al principio 
pro homine, las autoridades electorales debían adecuar las normas y prác-
ticas para garantizar los derechos humanos cuando la normativa electoral  
local no prevea una vía idónea para controvertir ciertos actos o resoluciones.

En esa tesitura, la Comisión de Orden del pan consideró que la inexis-
tencia de la norma para regular el procedimiento sancionador interno no 

5 Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación interpretó que la garantía de audiencia 
establecida en el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de 
defensa previamente al acto privativo de la vida, la libertad, la propiedad, las posesiones o los 
derechos, y su debido respeto impone obligaciones a las autoridades, como la de que en el 
juicio “se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento”. Estas son las que resultan 
necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera 
genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) la notificación del inicio del procedimiento y 
sus consecuencias; 2) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en las que se finque la 
defensa; 3) la oportunidad de alegar, y 4) el dictado de una resolución que dirima las cuestiones 
debatidas. De no respetarse esos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de 
audiencia, que es evitar la indefensión del afectado (jurisprudencia P./J. 47/95).
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implicaba que no se pudieran hacer efectivos los derechos previstos en 
los artículos 14 y 17 de la cpeum (COCN/AG/01-2016, 3) y, con base en los 
criterios jurisprudenciales referidos, arribó a la conclusión de que, ante la 
ausencia del reglamento que rija el procedimiento sancionador interno, en-
tonces debía implementar uno en el que se observaran las formalidades 
esenciales del debido proceso para abocarse en plenitud de jurisdicción 
al conocimiento y resolución del asunto. 

Así, el órgano intrapartidista, a falta del reglamento correspondiente, 
creó en el acuerdo COCN/AG/01-2016 las disposiciones para el trámite y 
la resolución de los procedimientos sancionadores y le imprimió vigencia a 
partir del día de su publicación en sus estrados electrónicos y físicos, pa-
ra, de esa forma, quedar integrado el sistema normativo sancionador del 
Partido Acción Nacional.

Tercera parte. Análisis de legalidad  
y constitucionalidad del acuerdo  

COCN/AG/01-2016
Como quedó precisado en el apartado anterior, el acuerdo de lineamientos 
provisionales emitido por la Comisión Nacional de Orden y Disciplina Intra-
partidista del pan surge como una respuesta ante la inexistencia del regla-
mento que rija el procedimiento sancionador interno y de la necesidad de 
hacer operativa su facultad sancionadora establecida en los Estatutos Ge-
nerales. Sin embargo, esa norma creada mediante el acuerdo de un órga-
no de carácter puramente jurisdiccional presenta tres problemas: en primer 
lugar, una invasión de competencias entre órganos del partido; en segun-
do, un error de fondo al equiparar la naturaleza y la finalidad del procedimiento 
sancionador interno con los medios de impugnación en materia electoral, 
y, por último, el incumplimiento del procedimiento de revisión ante el Ins-
tituto Nacional Electoral para que la norma intrapartidista cobre vigencia.

Para un mejor análisis, es necesario entender la importancia que los es-
tatutos y reglamentos tienen en la vida interna de un partido político y cómo 
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impactan en su organización y en la conducción de sus actividades, pues 
estos bien pueden entenderse como una cuasi-Constitución; son la norma 
básica, pero también suprema, en el interior de los partidos; se dividen en 
una parte dogmática y una orgánica: en cuanto a la primera, proclaman la 
identidad y los principios propios, reconocen derechos e imponen obliga-
ciones y sanciones ante su incumplimiento; esa facultad disciplinaria con 
que cuentan los partidos respecto de sus militantes forma parte de su de-
recho de autoorganización y permite que cada uno regule las causas por 
las cuales cabe sancionar a un militante, así como el procedimiento que 
ha de seguirse para tal efecto (Orozco 2007, 1256). En cuanto a su parte 
orgánica, los estatutos distribuyen el poder interno en diferentes órganos 
con competencias delimitadas de la misma forma en que se distribuyen 
entre los poderes del Estado en la cpeum, de manera que los reglamentos 
constituyen las normas secundarias que hacen posible la ejecución de las 
funciones de los órganos intrapartidistas, ya que materializan y hacen ope-
rativas y ejecutables las facultades de cada uno de sus órganos.

Cabe puntualizar que el derecho electoral y constitucional mexicano re-
conoce a los partidos políticos como entidades de interés público; por tan-
to, gozan de derechos, al mismo tiempo que se les imponen obligaciones 
determinadas por leyes secundarias, particularmente en la lgpp, que im-
pone un marco general al que deben adecuar su organización, estructura 
y mecanismos de justicia internos, así como crear normas que establez-
can los plazos y los procedimientos de justicia intrapartidaria que garanticen 
los derechos de sus militantes y la oportunidad y legalidad de sus resolu-
ciones, además de las sanciones aplicables a los miembros que infrinjan 
sus disposiciones internas, mediante un procedimiento disciplinario intra-
partidista en el que se observen las garantías procesales mínimas, que in-
cluyan los derechos de audiencia y defensa; la descripción de las posibles 
infracciones de la normatividad interna o causales de expulsión, y la obli-
gación de motivar y fundar la resolución respectiva (lgpp, artículo 39, pá-
rrafo 1, incisos l y m, 2014), de tal forma que la existencia en México de 
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un “Derecho sancionador endoasociativo” (Navarro 2000, 271) es común 
a todos los partidos políticos en uso de su facultad de autoorganización.

En ese marco constitucional y legal, el sistema de justicia intrapartidista 
debe caracterizarse por tener una sola instancia y establecer ciertos plazos 
para la interposición, la sustanciación y la resolución de sus instrumentos 
jurisdiccionales, así como por respetar las formalidades esenciales del pro-
cedimiento, a cargo de los órganos encargados expresa y exclusivamente 
de impartir justicia en el interior, investidos de independencia, imparciali-
dad y objetividad, que deben en todo momento respetar los plazos que 
establezcan los estatutos o las normas internas del partido político que se 
trate respecto a los procedimientos que está encargado de resolver (lgpp, 
artículos 46 y 48, 2014).

En el caso del pan, sus Estatutos instituyen dos órganos encargados 
de la impartición de justicia en el interior; uno de ellos es la Comisión de 
Orden y Disciplina Intrapartidista, facultada para imponer sanciones a los 
militantes por faltas a la normatividad interna o electoral, y una Comisión 

de Justicia, que conoce de las impugnaciones en contra de los actos y las 

resoluciones de los órganos del partido, no obstante, el presente análisis 

se ocupa exclusivamente de las competencias que corresponden a la Co-

misión de Orden y del procedimiento sancionador interno.

Como se expuso en la segunda parte del artículo, la norma estatutaria 
establece un cúmulo de formalidades esenciales que deben regir el pro-
cedimiento sancionador, así como los plazos observables para su reso-
lución; no obstante, las reglas para la tramitación del procedimiento no 
existen en el estatuto porque debían crearse en forma de reglamento, el 
cual a la fecha no se ha expedido, a pesar de que, mediante la resolución 
INE/CG429/2017,6 se requirió al pan que en un plazo breve modificara o 
emitiera los reglamentos correspondientes para armonizar su normatividad 

6 Resolución publicada el 26 de septiembre de 2017 en el Diario Oficial de la Federación, en la que 
se declaró la procedencia constitucional y legal de los Estatutos Generales del Partido Acción 
Nacional.
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con las disposiciones estatutarias y, hecho lo anterior, los remitiera al ine 
para verificar su legalidad.

Dicha omisión por parte del pan para emitir el reglamento que rija el 
procedimiento sancionador interno es asimilable a una omisión legislati-
va absoluta, porque se está en presencia de una competencia de ejercicio  
obligatorio ordenada por la autoridad electoral (jurisprudencia P./J. 11/ 
2006),7 de modo que, ante dicha omisión y en razón de que el régimen 
sancionador previsto en el otrora reglamento acerca de la aplicación de san-
ciones quedó abrogado y resultaba incompatible con las disposiciones de 
la lgpp, la Comisión de Orden y Disciplina Intrapartidista se arrogó la fa-
cultad de emitir el acuerdo de lineamientos provisionales con la premisa 
de dotar de certeza y seguridad jurídica a los militantes y a los órganos del 
partido. Aunque loable la intención plasmada por los integrantes del ór-
gano intrapartidista, no debe pasar inadvertido que se trata de un órgano 
creado y facultado exclusivamente para conocer y resolver los procedi-
mientos de sanción instaurados contra militantes; es decir, se trata de un 
órgano formal y materialmente jurisdiccional que carece de facultades le-
gislativas, pues, conforme a los Estatutos Generales del pan, el órgano au-
torizado para legislar y crear reglamentos es la Comisión Permanente del 
Consejo Nacional (egpan, artículo 38, fracción I, 2017).8

En otras palabras, existe una facultad y una competencia bien delimi-
tada entre esos dos órganos del Partido Acción Nacional: por una parte, 
la Comisión Permanente, que funciona como el órgano legislativo interno 
encargado de emitir los reglamentos que hagan efectivas las disposicio-
nes de sus Estatutos Generales; por otra parte, la Comisión de Orden y 

7 Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación distingue como omisiones legislativas 
absolutas en competencias de ejercicio obligatorio cuando el órgano legislativo tiene la obliga-
ción o mandato de expedir una determinada ley y no lo ha hecho.

8 “Artículo 38. Son facultades y deberes de la Comisión Permanente: I. Formular y aprobar los 
reglamentos del Partido. En el caso de su propio Reglamento, el de Funcionamiento del Consejo 
Nacional y el de la administración del Financiamiento del Partido, los presentará para su aproba-
ción al Consejo Nacional” (egpan, artículo 38, fracción I, 2017).
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Disciplina Intrapartidista, que ejerce funciones jurisdiccionales para deter-
minar infracciones de la normatividad interna. Por tanto, la obligación de 
emitir la norma que regule el procedimiento sancionador interno recae en 
la Comisión Permanente.

Consecuentemente, es necesario preguntarse: ante la omisión del ór-
gano legislativo de un partido político para crear la norma que regule el 
procedimiento sancionador interno, ¿puede el órgano jurisdiccional intra-
partidista asumir una función legislativa para emitirla?

Para responder, se hace una analogía con apoyo en la figura de los po-
deres del Estado, pues, como la Constitución federal limita la actuación de 
cada uno de ellos con el principio de división funcional de competencias 
que confiere facultades expresas tanto a los Poderes de la Unión como a 
todos y cada uno de los órganos de gobierno, de forma que todo aquello 
para lo que no están expresamente facultados se encuentra prohibido, los 
órganos intrapartidarios solo pueden realizar los actos que sus estatutos 
y reglamentos les confieren; ese principio también debe observarse en la 
creación de órganos en el interior de los partidos políticos porque se en-
cuentra previsto en la lgpp, que los obliga a crear determinados órganos 
que, como mínimo, contemplen en su estructura competencias específi-
cas que deben asignarse a cada uno:

1) Una asamblea o un órgano equivalente, integrado con representan-
tes de todas las entidades federativas, en el caso de partidos políti-
cos nacionales, o de los municipios, en el caso de partidos políticos 
locales, y será la máxima autoridad del partido con facultades delibe-
rativas. 

2) Un comité nacional o local o un órgano equivalente para los partidos 
políticos, según corresponda, que será su representante y tendrá facul-
tades ejecutivas, de supervisión y, en su caso, de autorización en las 
decisiones de las demás instancias partidistas.
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3) Un órgano responsable de la administración de su patrimonio y sus re-
cursos financieros, así como de la presentación de los informes de in-
gresos y egresos trimestrales y anuales, de precampaña y campaña.

4) Un órgano de decisión colegiada, democráticamente integrado, respon-
sable de la organización de los procesos para la integración de los ór-
ganos internos del partido político y para la selección de candidatos a 
cargos de elección popular. 

5) Un órgano de decisión colegiada, responsable de la impartición de justi-
cia intrapartidaria, el cual deberá ser independiente, imparcial y objetivo, y 
aplicará la perspectiva de género en todas las resoluciones que emita.

6) Un órgano encargado de cumplir con las obligaciones de transparen-
cia y acceso a la información que la Constitución y las leyes de la ma-
teria imponen a los partidos políticos.

7) Un órgano encargado de la educación y capacitación cívica de los mi-
litantes y dirigentes (lgpp, artículo 43, párrafo 1, 2014).

En ese tenor, la distribución funcional de competencias plasmada en 
la Ley General de Partidos Políticos obliga a los partidos a contar, por una 
parte, con una asamblea deliberante que actúa como órgano legislativo y, 
por otra parte, con un órgano encargado de la impartición de justicia inter-
na, con facultades claramente delimitadas, de tal forma que la actuación 
de esos órganos en el ejercicio de facultades atribuidas al otro constituye 
una invasión a su esfera de competencias. Ahora bien, para determinar si 
el referido principio de división funcional de competencias se ve transgre-
dido por la Comisión de Orden y Disciplina Intrapartidista al emitir el acuer-
do de lineamientos provisionales, es necesario someter dicha norma al test 
establecido por el Pleno de la scjn en la jurisprudencia P./J. 23/2007, que 
consta de los siguientes pasos:

1) Encuadramiento. Consiste en hacer un estudio para determinar en qué 
materia competencial se encuentra el acto desplegado por el órgano o 
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poder; es decir, debe encuadrarse la competencia ejercida y cuestio-
nada, para lo cual tiene que analizarse la materia propia. 

2) Ubicación. Analizar si esa materia ya identificada es facultad de los po-
deres federales o de las autoridades locales; de ahí que debe consta-
tarse que la actuación del órgano o poder emisor del acto descanse 
en una norma, ya sea constitucional o estatutaria, que otorgue a dicha 
autoridad la facultad de actuar en determinado sentido; es decir, debe 
respetarse la delimitación constitucional y estatutaria de la esfera com-
petencial de las autoridades y determinarse si la competencia ejercida, 
efectivamente, le correspondía al poder federal que haya actuado o al 
órgano o autoridad del distrito federal que la haya desplegado.

3) Regularidad. Analizar si el órgano o poder que ejerció la competencia 
correspondiente lo hizo sin violentar la esfera de facultades que otros 
órganos o poderes del mismo ámbito tienen previstas para el ejercicio 
de sus funciones; por ello, en este punto tendrá que determinarse si en 
la asignación de competencias a los órganos o poderes del mismo ám-
bito existen implícitamente mandatos prohibitivos dirigidos a ellos, en 
el sentido de que no se extralimiten en el ejercicio de aquellas que les 
han sido conferidas, para lo cual se analizará si se actualizan o no tres 
diferentes grados:
a) La no intromisión.
b) La no dependencia.
c) La no subordinación.

Siguiendo esas directrices, la acción desplegada por la Comisión de 
Orden y Disciplina Intrapartidista consiste en la creación de una norma; es 
decir, se trata de un acto materialmente legislativo que hace las veces de 
un reglamento, que le imprime un efecto general para regular los procedi-
mientos sancionadores internos aplicable a todos los militantes del pan; 
es una acción desplegada por un órgano de competencia jurisdiccional 
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prevista en los artículos 44 de los Estatutos Generales9 y 43, inciso e, de 
la Ley General de Partidos Políticos.

En cuanto a la ubicación, la creación de normas internas y reglamentos 
se encuentra en la competencia de la Comisión Permanente del Consejo 
Nacional del Partido Acción Nacional, según lo dispuesto en el artículo 38, 
fracción I, de sus Estatutos.

Respecto a la regularidad, la Comisión de Orden y Disciplina Intrapar-
tidista, al emitir el acuerdo COCN/AG/01-2016, invadió la competencia 
exclusiva de la Comisión Permanente, porque este órgano es el único fa-
cultado para confeccionar y aprobar reglamentos del partido, de tal forma 
que violó la prohibición implícita a los demás órganos para crear normas 
internas.

No es óbice que la Comisión de Orden creara el acuerdo de lineamien-
tos a partir de una interpretación de los criterios jurisprudenciales 14/2014 
y 15/2014 emitidos por la Sala Superior del tepjf, en el sentido de arrogar-
se la facultad de crear la norma procesal ante la omisión de la Comisión 
Permanente de expedir el reglamento que rigiera el procedimiento sancio-
nador interno, pues, en el referido acuerdo, la Comisión de Orden parte de 
la premisa de garantizar los derechos al debido proceso y de acceso a la 
impartición de justicia, reconocidos en los artículos 14 y 17 de la cpeum; 
sin embargo, tal decisión se origina en una equivocada equiparación entre 
procedimientos que persiguen finalidades distintas.

Al respecto, los criterios jurisprudenciales referidos pueden sintetizar-
se de forma que autorizan y obligan a los tribunales electorales locales a 

9 De acuerdo con el artículo 44 de los Estatutos Generales del Partido Acción Nacional, la Co-
misión de Orden y Disciplina Intrapartidista tiene como función conocer los procedimientos de 
sanción instaurados contra los militantes y los asuntos relacionados con actos de corrupción 
que involucren tanto a servidores públicos como a funcionarios con militancia partidista, así 
como funcionarios partidistas o militantes a quienes, en su caso, impondrá la suspensión de 
derechos, la inhabilitación o la expulsión del partido, en los casos previstos en dichos estatutos 
y en los demás que señalen los reglamentos respectivos. En su función, se regirá por los prin-
cipios de independencia, imparcialidad y legalidad, y resolverá en los plazos previstos en los 
reglamentos.
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implementar o crear un procedimiento para hacer efectiva la protección 
de derechos político-electorales y materializar el acceso a la imparti-
ción de justicia y a un recurso judicial efectivo, sin importar que no exista 
la ley secundaria que prevea el mecanismo para proteger un derecho; es-
to, siempre y cuando se desarrolle conforme a las formalidades esencia-
les del debido proceso.

Pero ¿estos criterios jurisprudenciales autorizan a un órgano partidista 
para crear la norma procesal que rija un procedimiento sancionador, cuya 
finalidad es distinta a la que persigue un medio de impugnación?

Los criterios en comento surgieron a partir de una interpretación extensi-
va de los derechos de acceso a la impartición de justicia y, particularmen-
te, a un recurso efectivo, reconocidos en los artículos 17 de la cpeum10 y 
25 de la cadh;11 de este particular, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Corte idh), en la sentencia del caso Castañeda Gutman vs. Es-
tados Unidos Mexicanos, ofrece una clara interpretación de los alcances 
y el espíritu normativo del artículo 25 de la Convención:

100. Este Tribunal considera que el sentido de la protección otorgada 

por el artículo 25 de la Convención es la posibilidad real de acceder a un re-

curso judicial para que la autoridad competente y capaz de emitir una deci-

sión vinculante determine si ha habido o no una violación a algún derecho 

que la persona que reclama estima tener y que, en caso de ser encontra-

da una violación, el recurso sea útil para restituir al interesado en el goce 

10 Al respecto, el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos esta-
blece: “Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán 
expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones 
de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, 
prohibidas las costas judiciales” (cpeum, artículo 17, 2020).

11 El primer párrafo del artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos esta-
blece: “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 
efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun 
cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficia-
les” (cadh, artículo 25, primer párrafo, 1969).
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de su derecho y repararlo. Sería irrazonable establecer dicha garantía judi-

cial si se exigiera a los justiciables saber de antemano si su situación será 

estimada por el órgano judicial como amparada por un derecho específico.

101. […] el Estado está obligado a proveer recursos efectivos que per-

mitan a las personas impugnar aquellos actos de autoridad que consideren 

violatorios de sus derechos humanos previstos en la Convención, la Cons-

titución o las leyes (Corte idh 2008).

La interpretación de la Corte idh precisa que el alcance de la protección 
otorgada por el artículo 25 es la posibilidad real de acceder a un recurso 
judicial para que la autoridad competente y capaz de emitir una decisión 
vinculante determine si hubo o no una violación a algún derecho que la 
persona que reclama estima tener, y que, en caso de ser encontrada di-
cha violación, el recurso sea útil para restituir al interesado en el goce de 
su derecho y repararlo. Por tanto, el artículo 25 de la cadh obliga al Estado 
a crear el mecanismo procesal para que el juez restituya a la persona los 
derechos vulnerados por un acto de autoridad, una finalidad que resulta 
distinta a la que persigue el procedimiento creado mediante el acuerdo de 
lineamientos generales emitido por la Comisión de Orden y Disciplina In-
trapartidista del pan, cuyo objetivo es limitar o suspender derechos frente 
a una infracción a la norma estatutaria.

Pero ¿qué es un procedimiento sancionador y por qué se distingue de 
los medios de impugnación?

La función del sistema sancionador electoral es reprimir las ilegalidades 
(disuadiendo y evitando su proliferación y comisión futura) e inhibir conduc-
tas que afecten los principios rectores en la materia, como la legalidad, la 
certeza, la independencia, la imparcialidad y la objetividad, lo que en es-
pecie se traduce en procesos de fiscalización a los informes que presen-
ten las asociaciones políticas de carácter preventivo y correctivo (Torre y 
Hernández 2011, 376). No obstante, el derecho sancionador electoral en-
doasociativo o interno de los partidos políticos, al que bien se refiere José 
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Ignacio Navarro Méndez, es aquel que regula los comportamientos consi-
derados lesivos para los intereses de la organización, que aparecen per-
fectamente sistematizados y graduados atendiendo a su gravedad, frente 
a los cuales se prevén respuestas sancionadoras diversas que abarcan 
desde la simple advertencia hasta el rechazo del afiliado en los casos más 
graves (Navarro 2000, 272).

Conforme a ello, el procedimiento sancionador interno de los partidos 
políticos tiene como finalidad la punición contra los actos que sus militan-
tes desplieguen y resulten contrarios a los intereses, los principios y las 
ideas, así como a la normatividad partidista, de tal forma que no exista si-
militud alguna con las finalidades que persiguen los medios de impugna-

ción en la materia electoral. Al respecto, el artículo 25 de la cadh y las tesis 

jurisprudenciales 14 y 15 de 2014 emitidas por el tepjf de ninguna forma 

habilitan a los órganos de justicia interna para crear normas procesales que 

rijan procedimientos cuya finalidad es la privación de un derecho; por tan-

to, el acuerdo COCN/AG/01-2016 resulta contrario a la finalidad que persi-

guen los ya mencionados criterios jurisprudenciales.

Ahora bien, aun cuando los partidos tienen esa libertad de autoorgani-
zación para establecer en sus normas estatutarias las conductas que con-
sideren contrarias a sus intereses, esto no implica que dichos procesos se 
tramiten sin que se observen las garantías mínimas que permitan al mili-
tante plantear su defensa ante los cargos que se le imputen. 

De acuerdo con Ricardo Espinoza Toledo: 

El establecimiento de procedimientos disciplinarios, con las garantías pro-

cesales mínimas, tiene su fundamento en que la disciplina en un partido es 

importante en cuanto tiende a determinar una regla de conducta conforme 

al interés colectivo o razón de ser del grupo. Pero la imposición de una san-

ción supone la existencia de determinadas garantías, y no puede quedar 

como atribución discrecional de ningún órgano (Espinoza 2014, 31).
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No pasa inadvertido que la Comisión de Orden y Disciplina Intrapartidis-
ta del pan, al crear esas normas provisionales, pretende darle operatividad 
a las formalidades previstas en sus Estatutos Generales y hacer efectiva 
su facultad sancionadora; sin embargo, esto lleva a plantear otra interro-
gante: ¿es una facultad implícita de la Comisión de Orden crear la norma 
procesal que hace las veces de reglamento?

De acuerdo con la Sala Superior del tepjf, las facultades implícitas de-
ben anclarse a alguna facultad contenida de forma explícita en el orden ju-
rídico y se encuentran sujetas a tres condiciones:

1) No son autónomas y dependen de la facultad principal a la que están 
subordinadas, sin la cual no existirían; es decir, deben hacer efectivo el 
ejercicio de una facultad explícita.

2) Sin el reconocimiento de estas facultades implícitas, las expresas de-
jarían de ser funcionales y, por lo tanto, resultarían inaplicables en un 
caso concreto.

3) Deben deducirse, inferirse o extraerse de otras facultades expresamen-
te reconocidas en el orden jurídico (SUP-RAP-17/2006).

En esa tesitura, los Estatutos Generales del pan establecen la facultad 
expresa de la Comisión de Orden para conocer y resolver procedimientos 
de carácter sancionador en contra de los militantes; es el único órgano con 
la facultad de imponer sanciones, como la amonestación, la suspensión de 
derechos o la expulsión del partido. En ese sentido, aunque las formalida-
des esenciales del procedimiento se encuentran previstas en los Estatutos, 
no pasa inadvertido que la manera y los plazos en que habrá de tramitarse el 
procedimiento no están definidos en la norma infraestatutaria; por tanto, 
existe la necesidad de crear la norma reglamentaria que regule con preci-
sión cómo debe desencadenarse y tramitarse el procedimiento para hacer 
funcionales las formalidades plasmadas en los Estatutos y las facultades 
sancionadoras de la Comisión de Orden y Disciplina Intrapartidista.
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Entonces, ¿puede deducirse de esa facultad sancionadora una facul-
tad implícita para crear la norma procesal? 

Al respecto, deben atenderse nuevamente las obligaciones que la Ley Ge-
neral de Partidos Políticos impone a los partidos en su artículo 36, párrafo 2:

2. Los partidos políticos deberán comunicar al Instituto los reglamentos 

que emitan, en un plazo no mayor de diez días posteriores a su aprobación. 

El propio Instituto verificará el apego de dichos reglamentos a las normas 

legales y estatutarias y los registrará en el libro respectivo (lgpp, artículo 

36, párrafo 2, 2014).

El precepto transcrito tiene la finalidad de garantizar que los reglamen-
tos internos de los partidos políticos, como normas infraestatutarias, se ape-
guen a las normas legales y a los estatutos del propio instituto político, a fin 
de que no resulten contradictorios; no obstante, cabe señalar que, de una 
interpretación gramatical de esta porción normativa, el vocablo aprobar12 se 
traduce en un proceso de calificación o verificación y posterior visto bueno, 
y tratándose de una norma, ese proceso es precisamente el legislativo que 
comprende las etapas de iniciativa, discusión, aprobación y expedición, el 
cual, en el ámbito interno del pan, debe desarrollar la Comisión Permanen-
te del Consejo Nacional; no así la Comisión de Orden y Disciplina Intraparti-
dista, cuya competencia expresa contenida en el artículo 44 de los Estatutos 
Generales del partido es la de conocer de los procedimientos de sanción 
instaurados contra sus militantes, como puede apreciarse a continuación:

Artículo 44.

La Comisión de Orden y Disciplina Intrapartidista tendrá como función 

conocer los procedimientos de sanción instaurados contra los militantes y 

12 “Aprobar. Del lat. Approbāre.
1. tr. Calificar o dar por bueno o suficiente algo o a alguien. Aprobar una boda, una opinión, 

a una persona para un cargo” (rae 2014).
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los asuntos relacionados con actos de corrupción que involucren tanto a 

servidores públicos, como a funcionarios públicos con militancia partidis-

ta, así como funcionarios partidistas y/o militantes a quienes, en su caso, 

impondrá la suspensión de derechos, la inhabilitación o la expulsión del 

Partido, en los casos previstos en estos Estatutos y en los demás que se-

ñalen los reglamentos respectivos. En su función se regirá por los principios 

de independencia, imparcialidad, legalidad y resolverá en los plazos previs-

tos en reglamentos (egpan, artículo 44, 2017).

De ese dispositivo debe resaltarse el último enunciado normativo, en el 
que se precisa que las resoluciones de la Comisión de Orden se emitirán 
en los plazos previstos en reglamentos; es decir, en una norma infraesta-
tutaria que debía ser creada por la Comisión Permanente del Consejo Na-
cional del Partido Acción Nacional.

En ese contexto, de una interpretación sistematizada de los artículos 
38, fracción I, y 44 de los Estatutos Generales del pan es posible concluir 
que existe una prohibición implícita excluyente que impide a la Comisión 
de Orden emitir normas de aplicación general dentro del partido, de tal for-
ma que no se desprende una facultad implícita a esa comisión para emitir 
el acuerdo de lineamientos provisionales COCN/AG/01-2016.

Por otra parte, uno de los aspectos que resulta necesario analizar acerca 
del acuerdo de lineamientos provisionales es su vigencia, pues, conforme 
a su artículo transitorio, cobró vigor a partir de la fecha de su publicación 
en los estrados físicos y electrónicos de la Comisión de Orden; en con-
secuencia, resulta indispensable plantear una última interrogante: ¿este 
acuerdo puede cobrar vigencia aun cuando no fue sometido a revisión por 
el Instituto Nacional Electoral?

Como se expuso en párrafos precedentes, la creación del acuerdo de li-
neamientos persigue una finalidad justificada a partir de la necesidad de 
hacer operativa la facultad sancionadora de la Comisión de Orden y Disci-
plina Intrapartidista del pan, sin embargo, la lgpp impone a dichas entida-
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des la obligación de comunicar al ine o a los organismos públicos locales 
electorales, según corresponda, cualquier modificación a sus documentos 
básicos durante los 10 días siguientes a la fecha en que se tome el acuerdo 
correspondiente por el partido, y su normatividad no surtirá efectos hasta 
que el Consejo General del Instituto declare su procedencia constitucional 
y legal (lgpp, artículo 25, párrafo 1, inciso l, 2014).

En ese orden de ideas, si bien el presente análisis distingue entre los 
documentos básicos (estatutos)13 y los reglamentos de un partido político 
(normas infraestatutarias), la Ley General de Partidos Políticos también im-
pone el deber de comunicar esta normatividad en el plazo de 10 días pos-
teriores a su aprobación. En ese procedimiento, el ine, por conducto de la 
Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos, analiza el cum-
plimiento de las normas estatutarias correspondientes al procedimiento de 
aprobación del reglamento, así como su concordancia con las normas le-
gales y estatutarias aplicables; posteriormente, si del análisis del procedi-
miento legislativo interno previsto en los estatutos se advierte que este no 
se desarrolló conforme a lo previsto en ellos, o bien que el reglamento es 
contrario a las normas estatutarias o legales, lo hará del conocimiento del 
partido mediante un oficio debidamente fundado y motivado, y ordenará 
la reposición del procedimiento, de manera que solo cuando el ine advier-
ta que el reglamento se emitió conforme al procedimiento legislativo inter-
no y que no es contrario a las normas legales y estatutarias aplicables, la 
Dirección Ejecutiva lo hará del conocimiento del partido y procederá a ins-
cribirlo en el libro de registro respectivo para que surta efectos a partir de 
esta inscripción (rmdbine, artículos 55 a 64, 2014).14

13 El Reglamento sobre Modificaciones a Documentos Básicos, Registro de Integrantes de Órganos 
Directivos y Cambio de Domicilio de Agrupaciones Políticas y Partidos Políticos Nacionales; así 
como respecto al Registro de Reglamentos Internos de Éstos Últimos y la Acreditación de sus 
Representantes ante los Consejos del Instituto Nacional Electoral, artículo 3, inciso h, define a los 
documentos básicos como la declaración de principios, el programa de acción y los estatutos.

14 “Artículo 53. Los Partidos Políticos deberán comunicar a la Dirección Ejecutiva, los Reglamentos 
que emitan en relación con sus normas estatutarias, dentro del plazo de diez días hábiles pos-
teriores a su aprobación. 
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Esas disposiciones de la lgpp y del reglamento emitido por el ine pa-
ra regular el registro de normas infraestatutarias de los partidos políticos 
tienen como finalidad garantizar el sistema democrático previsto en el ar-
tículo 41, fracción I, de la cpeum y, así, proteger el ejercicio y respeto de 
los derechos fundamentales de los militantes, entre ellos, la seguridad ju-
rídica que debe imperar en la creación y la aplicación de las normas cuyo 
objeto es privar o limitar derechos políticos (tesis jurisprudencial XXVII.3o. 
J/14 [10a.]),15 pues esta garantía no implica solamente una acción negati-
va del Estado de abstenerse de vulnerar derechos, sino que constriñe a los 
partidos políticos, como entidades de interés público, a cumplir con los re-
quisitos, los elementos, las circunstancias o las condiciones previstas por 
la norma para que sus actos se ajusten al marco constitucional y legal. El 
acuerdo que se analiza constituye precisamente un acto emitido por el ór-
gano de un partido político actuando en un plano de supra a subordina-
ción con sus militantes, que si bien establece formalidades esenciales para 
el trámite de los procedimientos sancionadores internos y con ello podría 
considerarse constitucionalmente válido a la luz del segundo párrafo del 
artículo 14 constitucional, no puede negarse que contradice el mismo pre-
cepto al momento en el que se le imprime vigencia de manera unilateral por 
la Comisión de Orden y Disciplina Intrapartidista, sin haber comunicado al 
ine el acuerdo de lineamientos provisionales (ine 2019), porque, en esen-
cia, se trata de una norma interna de carácter general para la militancia 

Artículo 54. Los Partidos Políticos deberán remitir a la Dirección Ejecutiva los documentos 
a que se refiere el artículo 7 del presente Reglamento, a fin de acreditar la aprobación del Re-
glamento que se notifique.

Artículo 55. La Dirección Ejecutiva contará con un plazo de diez días hábiles para analizar 
el cumplimiento de las normas estatutarias aplicables para el procedimiento de aprobación de 
Reglamentos” (rmdbine, artículos 53, 54 y 55, 2014).

15 Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis jurisprudencial XXVII.3o. J/14 
(10a.), distingue que, para el Constituyente permanente, los derechos y sus garantías no son lo 
mismo, ya que estas se otorgan para proteger los derechos humanos; las garantías solo existen 
en función de los derechos que protegen, de tal suerte que pueden existir derechos sin garan-
tías, pero no garantías sin derechos.
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que hace las veces de reglamento que pretende regular el procedimiento 
sancionador interno y, por tanto, no escapa del requisito de revisión previa 
por el Instituto Nacional Electoral para que pueda surtir efectos, de tal for-
ma que no puede considerarse como una norma expedida conforme al últi-
mo enunciado normativo del segundo párrafo del artículo 14 de la cpeum.16

Conclusiones
El acuerdo COCN/AG/01-2016, que contiene los lineamientos provisionales 
para el trámite, la sustanciación y la resolución de los procedimientos san-
cionadores internos del Partido Acción Nacional que se ventilan en la Co-
misión de Orden y Disciplina Intrapartidista, encuentra varios vicios en su 
emisión y aplicación, los cuales deben analizarse en posteriores juicios ciuda-
danos por las salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

En primer lugar, el referido acuerdo es una norma infraestatutaria 
emitida por la Comisión de Orden y Disciplina Intrapartidista ante la omi-
sión en que incurrió la Comisión Permanente del Consejo Nacional para 
crear el reglamento que regule el procedimiento sancionador interno, por 
lo que se configura una infracción del artículo 38, fracción I, de los Esta-
tutos Generales del pan.

En segundo lugar, se verifica una invasión en la esfera de competencias 
por parte de un órgano intrapartidista materialmente jurisdiccional en per-
juicio de las conferidas al órgano legislativo interno, pues la Comisión de 
Orden y Disciplina Intrapartidista, conforme al artículo 44 de los Estatutos 
del partido, solo está facultada expresamente para resolver respecto a la 
imposición de sanciones a sus militantes por faltas a la normatividad inter-
na o electoral; no así para emitir normas que rijan su vida interna.

16 El segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establece: “Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o dere-
chos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se 
cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con 
anterioridad al hecho” (cpeum, artículo 14, segundo párrafo, 2020).



240

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

Justicia Electoral, núm. 26, ISSN 0188-7998, vol. 1, julio-diciembre, 2020. Pp. 209-245.

De lo anterior se advierte un incumplimiento del resolutivo segundo de la 

resolución INE/CG429/2017 del Consejo General del ine acerca de la proce-

dencia constitucional y legal de las modificaciones a los Estatutos Generales 

del pan, pues no modificó ni emitió el reglamento que rija el procedimiento 

sancionador interno derivado de la modificación estatutaria.

En guisa de lo anterior, existe un error de fondo en el acuerdo analiza-

do, pues si bien para su creación la Comisión de Orden del pan acude a 

los criterios jurisprudenciales 14/2014 y 15/2014 emitidos por la Sala Su-

perior del tepjf, que autorizan la creación de un procedimiento en el que 

se observen las formalidades esenciales cuando no exista norma que es-

tablezca la forma en que debe tramitarse un medio de impugnación, estos 

no habilitan a dicha comisión para crear una norma procesal cuya finalidad 

es la privación, la limitación o la suspensión de un derecho.

Aunque es debatible que la Comisión de Orden y Disciplina Intrapar-

tidista del Partido Acción Nacional tenga la facultad para crear, mediante 

un acuerdo, la norma procesal que rija el procedimiento sancionador inter-

no de su competencia, tal cuestión no lo exime de someter dicha norma a 

la revisión del Instituto Nacional Electoral y, por tanto, de cumplir las obli-

gaciones establecidas en el artículo 36, numeral 2, de la Ley General de 

Partidos Políticos, y el procedimiento previsto en el capítulo VII del Regla-

mento sobre Modificaciones a Documentos Básicos, Registro de Integran-

tes de Órganos Directivos y Cambio de Domicilio de Agrupaciones Políticas 

y Partidos Políticos Nacionales; así como respecto al Registro de Regla-

mentos Internos de Estos Últimos y la Acreditación de sus Representantes 

ante los Consejos del Instituto Nacional Electoral. En el caso particular, el 

acuerdo COCN/AG/01-2016 no fue sometido al procedimiento de revisión 

por el ine, de tal forma que no puede surtir efectos y es violatorio de la ga-

rantía de legalidad contenida en el artículo 14 de la cpeum, porque no pue-

de considerarse como una norma expedida.

Si bien los partidos políticos, en el ejercicio de su derecho a la autoorga-

nización, pueden regular las conductas sancionables que estimen contrarias 
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a sus intereses, y conforme a las disposiciones del artículo 39, numeral 1, 

inciso m, de la lgpp deben establecer en sus estatutos un procedimiento 

disciplinario intrapartidario con las garantías procesales mínimas, el acuer-

do analizado muestra un variado catálogo de omisiones en el que pueden 

incurrir los partidos al emitir sus normas infraestatutarias procesales y las 

consecuencias jurídicas que acarrea la falta de revisión de las normas in-

ternas por el Instituto Nacional Electoral, lo que hace necesario que el pro-

cedimiento sancionador intrapartidario se homologue en la Ley General de 

Partidos Políticos.

Establecer reglas únicas para desencadenar, tramitar y resolver los pro-
cedimientos sancionadores intrapartidistas no constituye una intervención 
injustificada a la autoorganización de los partidos, pues la impartición de 
justicia no es un tema de carácter político, sino puramente jurídico, que tiene 
que ajustarse al marco constitucional y no debe subordinarse a las defi-
ciencias normativas de los partidos.
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